[image: image2.png]PROCURADURIA
CENERAL DE LA NACION




Procurador General
[image: image1.png]PROCURADURIA
CENERAL DE LA NACION




Procurador General

                                                                                    Concepto 5583 

Bogotá, D.C., 7 de junio de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra algunas expresiones de los artículos 8° y 37 de la Ley 1592 de 2012, “por medio de la cual se introducen modificaciones a la Ley 975 de 2005”.


Demandante: GUSTAVO ADOLFO ARBELAEZ NARANJO



Magistrado Ponente: LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ



Expediente D-9568. 



Concepto 5583

Según lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, rindo concepto sobre la demanda que, en ejercicio de la acción pública establecida en los artículos 40, numeral 6°, y 242, numeral 1° de la Carta, instauró el ciudadano GUSTAVO ADOLFO ARBELAEZ NARANJO contra algunas expresiones de los artículos 8° y 37 de la Ley 1592 de 2012, “por medio de la cual se introducen modificaciones a la Ley 975 de 2005, ‘por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios’ y se dictan otras disposiciones”, cuyo texto se transcribe a continuación (subrayando lo  demandado):

“LEY 1592 DE 2012
(diciembre 3)

Diario Oficial No. 48.633 de 3 de diciembre de 2012

CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por medio de la cual se introducen modificaciones a la Ley 975 de 2005 “por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios” y se dictan otras disposiciones.
EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA,

DECRETA:
ARTÍCULO 8o. La Ley 975 de 2005 tendrá un nuevo artículo 11D del siguiente tenor: 

Artículo 11D. Deber de los postulados de contribuir a la reparación integral de las víctimas. Para efectos del cumplimiento de los requisitos contemplados en los literales 10.2 y 11.5 de los artículos 10 y 11 respectivamente de la presente ley, los desmovilizados deberán entregar, ofrecer o denunciar todos los bienes adquiridos por ellos o por el grupo armado organizado al margen de la ley durante y con ocasión de su pertenencia al mismo, de forma directa o por interpuesta persona. Estos bienes serán puestos a disposición de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y/o de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución Tierras Despojadas para que sean destinados a los programas de reparación integral y de restitución de tierras de que trata la Ley 1448 de 2011, según corresponda. Las víctimas que sean acreditadas en los procedimientos penales especiales de justicia y paz, tendrán acceso preferente a estos programas. 

La Fiscalía General de la Nación tomará todas las medidas necesarias para perseguir los bienes a los que se refiere el presente artículo, que no hayan sido entregados, ofrecidos o denunciados por el postulado. El postulado que no entregue, ofrezca o denuncie todos los bienes adquiridos por él o por el grupo armado organizado al margen de la ley durante y con ocasión de su pertenencia al mismo, de forma directa o por interpuesta persona, será excluido del proceso de justicia y paz o perderá el beneficio de la pena alternativa, según corresponda. 

PARÁGRAFO. En ningún caso se afectarán los bienes de los postulados adquiridos como resultado del proceso de reintegración, los frutos de los mismos, ni aquellos adquiridos de forma lícita con posterioridad a la desmovilización. 

ARTÍCULO 37. POSTULACIÓN DE DESMOVILIZADOS AL PROCEDIMIENTO PENAL ESPECIAL. Quienes se hayan desmovilizado de manera individual o colectiva con anterioridad a la vigencia de la presente ley y pretendan acceder a los beneficios consagrados en la Ley 975 de 2005, deberán solicitar su postulación con anterioridad al 31 de diciembre de 2012. Vencido este plazo el Gobierno nacional tendrá dos (2) años para decidir sobre su postulación. 

Quienes se desmovilicen de manera individual con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley tendrán un (1) año contado a partir de su desmovilización para solicitar su postulación al proceso del que trata la Ley 975 de 2005, y el Gobierno tendrá un (1) año a partir de la solicitud para decidir sobre su postulación”. 

1. Aclaración previa

Aunque originalmente se demandaron algunos apartes de los artículos 7°, 8°, 19 y 37 de la Ley 1592 de 2012, por medio del Auto del 1° de abril de 2013 el entonces Magistrado Sustanciador inadmitió la demanda por considerar que la misma no cumplía con los requisitos establecidos en el artículo 2° del Decreto 2067 de 1991, lo que llevó al actor a corregirla, insistiendo en sus reproches contra los artículos 7°, 8° y 37, pero desistiendo de sus pretensiones respecto del artículo 19, y posteriormente, por medio de Auto del 23 de abril del año en curso, el mismo Magistrado Sustanciador resolvió “RECHAZAR la demanda presentada […] en contra de los artículos 7° y 19” y “ADMITIR la demanda de inconstitucionalidad presentada […] contra los artículos 8 y 37”. 

Por esta razón, en el presente concepto esta Vista Fiscal limitará su análisis de constitucionalidad únicamente a los cargos admitidos, para lo que tendrá en cuenta tanto los argumentos presentados por el actor en el texto de corrección de su demanda, presentado el 8 de abril del año en curso, como el resumen que se hizo de los mismos en el Auto de admisión.       
2. Planteamiento de la demanda

2.1. El actor considera que el aparte demandado del artículo 8° de la Ley 1592 de 2012, al establecer como condición para acceder al beneficio de hacer parte del proceso de justicia y paz que el postulado al mismo entregue, ofrezca o denuncie todos los bienes adquiridos por él o por el grupo al margen de la Ley al que pertenecía con ocasión de su pertenencia al mismo,  “establece una típica responsabilidad objetiva en materia penal, lo cual está proscrito por el ordenamiento superior [en el] artículo 29 de la [C]arta [Política]”. Como sustento de lo anterior, manifiesta que [l]a literalidad de la norma no establece, ni permite inferir[,] que se deba valorar por parte del juez, si la omisión de denuncia fue un hecho premeditado, doloso, negligente o malicioso por parte del postulado, o si esa circunstancia obedeci[ó] a una omisión involuntaria”. 

En este sentido, señala que “[l]a norma debe precisar el componente subjetivo y el grado de culpabilidad sobre el cual se deriva la consecuencia jurídica, pues […] no hacerlo es precisamente entrar en el ámbito de la responsabilidad objetiva” y agrega que, en su concepto, “[l]a omisión debe ser dolosa, y para ello se requiere que el funcionario judicial agote el debido proceso con miras a demostrar que la ocultación de bienes o la omisión de denuncia de los mismos fue dolosa [y tuvo] la finalidad de defraudar a las víctimas y al [E]stado”.

Por razón de lo anterior, concluye que, en su actual redacción, la norma “no soporta el test de constitucionalidad, por cuanto es una medida desproporcionada al imponer una sanción de exclusión sin agotar proceso previo, y sin valorar la entidad de la omisión, [o] las condiciones personales del desmovilizado y el grupo al cual perteneció, los errores y olvidos que se puedan generar en las diligencias judiciales, y la oportunidad procesal para hacer entrega y ofrecimiento de bienes, generando una carga de sospecha y temeridad en cabeza del desmovilizado postulado y desconociendo la presunción de buena fe”. Y, con fundamento en esto, solicita a la Corte que “integre la norma en el sentido de que dicha omisión debe responder a un nivel de responsabilidad subjetiva”.

2.2. En lo que tiene que ver con el aparte demandado del artículo 37 de la misma Ley, en donde se establece que el Gobierno Nacional deberá, vencido un plazo específico de dos años, decidir sobre sobre la postulación de los desmovilizados que, antes del 31 de diciembre de 2012, hayan manifestado su intención de acogerse al procedimiento penal especial establecido en la Ley 975 de 2005, el actor afirma que “la norma introduce un trato diferencial entre quienes se postulan con anterioridad a la vigencia de la norma y quienes se postulan con posterioridad a la vigencia de la misma” y considera que “ese trato diferencial desconoce el principio de igualdad material que desarrolla el artículo 13” por las siguientes razones:

(i) Porque “los destinatarios de la norma son en principio sujetos que están en condiciones de igualdad, cual es, hacer parte de grupos armados al margen de la ley y [haberse] desmoviliza[do]”;
(ii) Porque “[l]a norma en mención trae dos patrones fácticos diferentes con base en un criterio temporal […que] lo constituye el momento de entrada en vigencia de la ley 1592 de 2012”;
(iii)  Porque “[e]l efecto práctico de la diferenciación, radica en el plazo que otorga la norma al gobierno nacional para resolver lo atinente a la postulación, en la medida que otorga un plazo más corto para quienes se postulen con posterioridad a la vigencia de la ley, [esto es] un año para postularse y un año para decidir, mientras que para los desmovilizados postulados desde antes de entrar en vigencia la ley, el plazo para decidir es de dos años, lo cual afecta los derechos y los beneficios de quienes fueron primero en el tiempo” (negrillas fuera del texto); y
(iv)  Porque esta “diferencia de plazos […] no respond[e] a un criterio de proporcionalidad, porque genera un limbo jurídico de dos años en detrimento de quienes se postularon con anterioridad, quienes tendrán que esperar más tiempo para que el gobierno nacional resuelva la postulación, haciéndole más gravosa y demorada el disfrute de los beneficios jurídicos que trae la ley [;] contrario sensu, [para] quienes se desmovilicen y postulen con posterioridad[,] los plazos de postulación y resolución [serán] más r[á]pidos y por ende gozar[á]n con mayor prontitud de los beneficios jurídicos del proceso transicional”.

De conformidad las razones expuestas, por lo tanto, el actor solicita que la expresión demandada del artículo 39 sea declarada inexequible. 
3. Problema jurídico

A partir de los cargos aquí resumidos, esta Vista Fiscal considera que corresponde a la Corte Constitucional establecer si la expresiones “[e]l postulado que no entregue, ofrezca o denuncie todos los bienes adquiridos por él o por el grupo armado organizado al margen de la ley durante y con ocasión de su pertenencia al mismo, de forma directa o por interpuesta persona, será excluido del proceso de justicia y paz o perderá el beneficio de la pena alternativa, según corresponda” y “[v]encido este plazo el Gobierno nacional tendrá dos (2) años para decidir sobre su postulación”, contradicen, respectivamente, los principios y derechos fundamentales al debido proceso y a la igualdad ante la ley.  

3. Análisis constitucional

Teniendo como fundamento el texto de la demanda aquí resumida, el Jefe del Ministerio Público considera que en el presente caso no se han satisfecho los requisitos sustanciales mínimos establecidos en el artículo 2° del Decreto 2591 de 1991 y decantados por la jurisprudencia constitucional, entre otras, en la Sentencia C-1052 de 2001. 

Como fundamento de lo anterior se tiene, en primer lugar, que los reproches formulados por el actor contra el aparte demandado del artículo 8° de la Ley 1592 de 2012, antes que formularse contra el texto del mismo, en realidad se dirigen contra eventuales e hipotéticos problemas en su aplicación pues, como en su momento lo sostuvo el entonces Magistrado Sustanciador en el Auto admisorio de la demanda, su reproche básicamente radica en que no se tengan “en cuenta los errores y olvidos que se puedan generar en las diligencias judiciales y la oportunidad procesal para hacer entrega, desconociendo la buena fe”. 

A lo anterior hay que agregar, además, (i) que en todo caso  no es suficiente para desvirtuar la presunción de constitucionalidad de una norma señalar que ésta prevé un supuesto que “no es claro en la literalidad de la misma”, como bien se resume de la demanda en el Auto del pasado 23 de abril; (ii) que  es evidente que la norma demandada no es un tipo penal y que la misma no determina o describe cuándo existe responsabilidad penal y, por tanto, mucho menos “establece una típica responsabilidad objetiva en materia penal”; (iii) que, por razón de lo anterior, de forma alguna el aparte demandado podría contrariar el derecho fundamental al debido proceso y, mucho menos, la prohibición a la responsabilidad objetiva en materia penal (que, por lo demás, no es expresa en el artículo 29 Superior); y, por último, con relación a una supuesta violación al principio de buena fe, (iv) que éste en todo caso no se regula en el artículo 29 sino en el artículo 83 constitucional, el cual no fue invocado por el accionante. 

En conclusión, tal y como en su momento lo concluyó el mismo Magistrado Sustanciador en el Auto del 1° de abril del año en curso, al inadmitirse la demanda, para esta Jefatura es claro que los cargos formulados contra el aparte demandado del artículo 8° no son ciertos, “dado que el actor le atribuye al aparte acusado un alcance que no se deriva del mismo” y, de igual forma, por cuanto resulta evidente que “la decisión de excluir al postulado del proceso de justicia o paz o del beneficio de la pena alternativa, por no denunciar todos los bienes adquiridos en el desarrollo de su actividad delictiva, dependerá de la valoración fáctica que haga la autoridad judicial en cada caso concreto”. 

Al mismo tiempo, esta Jefatura advierte que un error de parte de alguna autoridad judicial en un caso específico no es un asunto pertinente para el juicio de constitucionalidad sobre el aparte demandado, y que tampoco corresponde a la Corte Constitucional declarar inexequible el aparte demandado con fundamento en su supuesta falta de claridad, afectando gravemente los derechos a la justicia, a la verdad y a la reparación de las víctimas del conflicto armado, y mucho menos pretender establecer cuál(es) es (son) el (los) elemento(s) subjetivo(s) que debería(n) considerarse y debería(n) ser determinante(s) en cada concreto, para efectos de considerar, a su vez, si corresponde aplicar la premisa prevista en el mismo aparte, como lo pretende el accionante. 

Con relación a los cargos formulados contra el aparte demandado del artículo 37, esta Vista Fiscal considera que también le corresponde apropiarse de los argumentos invocados por el Magistrado Sustanciador al inadmitirlos, por medio del Auto del 1° de abril, en tanto que comparte que lo señalado por el actor efectivamente no satisface los requisitos jurisprudencialmente exigidos para las demandas en que se acusa una violación al principio-derecho a la igualdad. 

Lo anterior, toda vez que si bien el actor, en el escrito de corrección de su demanda, advierte que la norma demandada supone un trato distinto para algunas personas desmovilizadas de grupos al margen de la Ley, respecto de otras personas también desmovilizadas, y señala que la misma acude, como criterio para distinguir entre ellas, al momento en que entró en vigencia la Ley 1592 de 2012, lo cierto es que: 

(i) En el aparte demandado no se precisa cuál es el plazo allí referido, “dos años”, sino que para entender el mismo se hace necesario acudir a la expresión “con anterioridad al 31 de diciembre de 2012”, la cual no fue demandada; 

(ii) El plazo que fija el aparte demandado es para “el Gobierno Nacional” y no para las personas desmovilizadas; 

(iii)El plazo establecido en el aparte demandado, dos años contados a partir del 31 de diciembre de 2012, tampoco se desprende del momento en que entró en vigencia la Ley parcialmente demandada, pues ésta entró en vigencia, de conformidad con su artículo 41, el 3 de diciembre de 2012; 

(iii) La diferencia de trato acusada por el actor, y que sí guarda relación con la entrada en vigencia de la Ley, se establece en todo el artículo 37 y no específicamente en el aparte demandado. Tan es así, que aún si se declarara inexequible el aparte demandado, el artículo 37 todavía concedería un trato distinto a quienes se hayan desmovilizado con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 1592 de 2012 (el 3 de diciembre de 2012) y soliciten su postulación para beneficiarse de la Ley 975 de 2005, en relación a aquellos se hayan desmovilizado o desmovilicen con posterioridad a esa fecha. Lo anterior, pues mientras los primeros tuvieron hasta el “31 de diciembre de 2012” para “solicitar su postulación”, es decir, unos pocos días, los segundos tendrían “un (1) año contado a partir de su desmovilización” para hacerlo; y

(iv) Aun cuando se hiciera una integración normativa o de alguna otra forma se interpretara que el actor demandó no sólo el aparte por él mismo señalado, sino todo el artículo 37 de la Ley 1592 de 2012, en la demanda en todo caso no se evaluaron “los motivos y las razones que fueron expresados para sustentar la medida [cuestionada] y para obtener la finalidad pretendida” ni el actor se detuvo “en el estudio de la adecuación, necesidad y proporcionalidad de los medios empleados respecto del fin perseguido” (Sentencia C-826 de 2008, citada en el Auto del 1° de abril de 2013). 
Muy por el contrario, el actor se limitó a afirmar (a) que la diferencia de trato que se desprende de esa norma, más no del aparte demandado, “afecta los derechos y los beneficios de quienes fueron primero en el tiempo” (negrillas fuera del texto), pero sin precisar por qué; (b) que la norma demandada “genera un limbo jurídico de dos años en detrimento de quienes se postularon con anterioridad” a la entrada en vigencia de la Ley, a pesar de que él mismo advierte de los efectos jurídicos específicos y diversos (no ambiguos o indeterminados) para quienes se hayan desmovilizado con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley, con relación a quienes lo hagan con posterioridad; y (c) que el aparte demandado supone que, para quienes “se desmovilicen y postulen con posterioridad [a la entrada en vigencia de la Ley,] los plazos de postulación y resolución [serán] más r[á]pidos y por ende gozar[á]n con mayor prontitud de los beneficios jurídicos del proceso transicional”. Esto cuando lo que la norma expresamente pretende es que, para el 3 de diciembre de 2014, es decir, dos años después de la entrada en vigencia de la Ley, todos las personas que se hayan desmovilizado de manera individual o colectiva de grupos al margen de la Ley y deseen acceder a los beneficios establecidos en la Ley 975 de 2005, hayan obtenido una respuesta definitiva del Gobierno Nacional sobre su postulación, sin perjuicio de cuándo fue el momento en que se desmovilizaron. 

Y una correcta interpretación del texto del artículo parcialmente demandado lógicamente lleva a concluir que este plazo no es obligatorio sino, por el contrario, es simplemente un límite máximo que se le fija al Gobierno en aras de la seguridad jurídica.  

4. Conclusión

En razón de lo anterior, el Jefe del Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional que se declare INHIBIDA para pronunciarse sobre las expresiones demandadas de los artículo 8° y 37 de la Ley 1592 de 2012, por los cargos analizados, en razón de la ineptitud sustancial de la demanda.   

De los Señores Magistrados, 

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
GMR/ABG
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